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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTO ADMINISTRATIVO / PRINCIPIO DE INMEDIATEZ / EL TIEMPO TRANSCURRIDO DEBE SER RAZONABLE DE ACUERDO CON LAS PARTICULARIDADES DEL CASO EN CONCRETO / CAUSAS QUE JUSTIFICAN LA TARDANZA.
En la sentencia SU 108 del 2018, la Corte Constitucional presentó un elaborado estudio sobre el principio de inmediatez, y entonces recordó que desde la sentencia SU 961 de 1999 se viene insistiendo en que:

“Teniendo en cuenta este sentido de proporcionalidad entre medios y fines, la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado, de tal modo que no se vulneren derechos de terceros.” (…)
… y en todo caso, estableció unos criterios específicos, aunque no taxativos, para verificar cuándo se supera el presupuesto de la inmediatez:

En tal sentido, en el evento en el que (i) el accionante presente razones válidas para su tardanza en presentar la acción constitucional, (ii) que a pesar del paso del tiempo, la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales continúe y sea actual o (iii) que la exigencia de la interposición de la acción en un término razonable resulte desproporcionada, dadas las circunstancias de debilidad manifiesta en la que se encuentra el accionante, la acción será procedente a pesar de la mencionada tardanza en la interposición del recurso de amparo.

En este caso concreto es imposible soslayar, primeramente, el excesivo transcurso de tiempo entre la notificación de la sanción que se pretende derruir y la interposición de esta acción tutela; es que estamos hablando de 8 años y 5 meses entre cuando pasó una cosa y ocurrió la otra. Esa circunstancia, de entrada, hace ver desatinados los argumentos que se esgrimen para resistirse a la improcedencia del resguardo y para quebrar un acto administrativo que estuvo precedido del rito disciplinario dispuesto para tal fin. 

Pero además, a esa contundente realidad se le suma el hecho de que se incumplen los presupuestos jurisprudenciales para estimar superado el umbral de la inmediatez
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Decide la Sala, en segunda instancia, la acción de tutela propuesta por Luis Fernando Arias Varón frente al Ministerio de Defensa Nacional y la Policía Nacional de Colombia, a la que fueron vinculados el Secretario General, la Directora Administrativa y la Directora de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa, así como el Subdirector General, el Secretario General, el Director de Talento Humano, la Directora Administrativa y Financiera, la Directora de Sanidad, el Jefe de la Seccional Risaralda de Sanidad, el Comandante del Departamento de Policía de Antioquia, el Inspector General, el Jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno de la Policía de Antioquia y el Inspector Delegado Seis de la Inspección General de todos estos últimos de la Policía Nacional. 
  



ANTECEDENTES
  



Luis Fernando Arias Varón, por conducto de apoderado judicial, inició esta acción de tutela para que le sean amparados sus derechos fundamentales a la dignidad humana, igualdad, estado de indefensión, trabajo, mínimo vital, debido proceso, salud, seguridad social y a la vida, que estima violentados por las autoridades encartadas. 




En extenso relató lo que a continuación se sintetiza:





Luego de prestar el servicio militar obligatorio, se vinculó laboralmente a la Policía Nacional el 10 de noviembre del año 2006, donde tuvo un desempeño destacado hasta finales del 2008, cuando prestando sus servicios en la estación de Policía de Amalfi - Antioquia, empezó a consumir sustancias psicoactivas, lo cual derivó en una adicción que empeoró progresivamente, sin que hubiera recibido, por parte de la institución, el manejo adecuado, pese a que él y su familia insistentemente elevaron voces de auxilio en tal sentido.  




En ese escenario, contó que trabajando en la estación de San Andrés de Cuerquia en Antioquia, el 30 de agosto del año 2010, le fue notificada una citación para una audiencia ante la Oficina de Control Disciplinario del Departamento de Policía de ese Departamento, porque al parecer se había apropiado de la pistola de dotación de un compañero, para dejarla presuntamente en calidad de préstamo por la suma de doscientos mil pesos y poder comprar psicoactivos; en la citación se le hizo saber que la audiencia se llevaría a cabo el 3 de septiembre del 2010.




De esa diligencia y lo ocurrido con posterioridad destacó, entre otras cosas, que el cargo que se le imputó fue hurto, y que pese a las reiteradas ausencias del servicio, que lo habían hecho merecedor de sanciones y que era paciente psiquiátrico por su adicción a las drogas, lo cual era conocido por sus superiores, había sido asignado a laborar en la policía de vigilancia, donde se le permitía el uso de armas de fuego, así como el ingreso a las dependencias sin ninguna restricción. Y también, que luego de la audiencia, tuvo que recibir tratamiento psiquiátrico en centros médicos especializados, tiempo durante el cual se realizó una segunda audiencia en el trámite del proceso disciplinario, con la comparecencia de su abogado, quien alegó en su favor que: 





“No obstante el dictamen médico ser determinante en el establecimiento de la realidad psíquica de mi representado al momento de ejecutar el hecho con connotación disciplinaria, inquiero al despacho para que tenga en cuenta las circunstancias personalísimas del disciplinado, aceptando la enfermedad psicofísica transitoria, que lo afecta. Es claro que su adicción al consumo de estupefacientes, es una enfermedad conforme pronunciamiento médico científicos, patología que es necesario tratarla en aras de procurar el mejoramiento de su condición de vida. Cierto es, y no es ajeno a esta defensa la reprochabilidad suprema del actuar de mi defendido, pero igualmente su situación, promotora del reato disciplinario, obró como impulso motor para la ejecución del mismo, de allí que sea necesario antes de ejecutarlo inquisitivamente, en aras de materializar el principio de dignidad humana, solicito al despacho se le dé un tratamiento distinto, de tal forma que antes que desatar una acción represora, se procure por coadyuvar con su recuperación física y psíquica.” (f. 5, c. 1)




Luego, el 26 de noviembre del 2010, el Jefe de la Oficina de Control Disciplinario de Antioquia, profirió la decisión del caso, en la que se dispuso la “DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL POR UN TÉRMINO DE QUINCE (15) AÑOS”, resolución que fue confirmada en segunda instancia por el Inspector Delegado para la Región Seis de la Inspección General de la Policía Nacional, que a su turno indicó:





“Respecto a los argumentos de la apelación, considera esta Delegada, que la aludida condición de consumidor del procesado, no puede ser tenida en cuenta como exculpación del comportamiento en que incurrió, pues se trata de una persona capaz, que sobrepone sus vicios a los intereses del servicio que por su propia cuenta y decisión consume sustancias prohibidas, aunado a que al momento de incurrir en el comportamiento lo hizo para satisfacer intereses que en nada tocaban al servicio; de otra parte, debe recordarse que por no tratarse el investigado de una persona inimputable y atendiendo a que está plenamente probada la comisión de la conducta y la responsabilidad disciplinaria que de ella se deriva, debe esta delegada confirmar la decisión tomada por el a quo...” (f. 6, c. 1)




Corolario de ello, el 23 de febrero del año 2011, el entonces Director de la Policía Nacional, expidió la Resolución No. 00457 mediante la cual es retirado del servicio activo de la institución, lo cual fue notificado el 26 de febrero siguiente. 




El 24 de marzo del 2011, previa solicitud del Grupo de Procedimiento de Personal del Departamento de Policía de Antioquia, para la realización de sus exámenes médicos de retiro, la facultativa tratante, expidió una constancia para informar que él tenía “derecho a la atención por servicio de PSIQUIATRÍA, OPTOMETRÍA, audiometría HASTA LA REALIZACIÓN DE LA JUNTA Médico laboral correspondiente” (f. 6, c. 1); sin embargo, desde el 9 de junio de ese año dejó de asistir a los exámenes de retiro ante la imposibilidad mental y su estado de negación frente a la adicción que padece. 




Explicó que a partir de ese momento su farmacodependencia es abismal, hasta el punto de parecer un habitante de la calle. Pero que el 23 de agosto del 2017, se afilió como cotizante en Medimás EPS, y que el 8 de julio del 2018, por iniciativa propia, y después de pasar más de 7 años sin tratamiento médico psiquiátrico, se presentó ante la EPS para solicitar ayuda, momento desde el cual ha venido recibiendo atención médica. 




Por último, expuso que en la actualidad vive en condiciones paupérrimas, ganándose la vida con oficios varios que no representan ni siquiera el mínimo vital para vivir dignamente, situación que sería peor si no fuera por sus padres, una ama de casa y un jornalero del campo, ambos de la tercera edad, que subsisten por lo que les da una pequeña tienda. 





Pidió, en consecuencia, que se ordene la revocatoria de la Resolución de retiro No. 00457 del 23 de febrero del 2011, emanada por la Dirección de la Policía Nacional de Colombia, y en ese sentido, ordenar el reintegro al cargo y grado que venía ejerciendo, sin solución de continuidad, teniendo en cuenta las observaciones del médico laboral para realizarlo, así como el reconocimiento de todos los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir desde el día que se notificó su retiro. Que para todos los efectos salariales y prestacionales, se entienda como efectivamente laborado, el tiempo transcurrido entre el retiro y el reintegro de la institución. También pidió condenar a la demandada a aquellas sumas y conceptos laborales que se hallaren probados, así como a las costas y agencias en derecho de ley. 
  



En primera instancia, se dispuso el impulso respectivo y se corrió traslado a las accionadas y a los demás vinculados (f.242, c. 2).  





El jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno del Departamento de Policía de Antioquia, manifestó que los fundamentos fácticos de este caso carecen de validez porque con la imposición de una sanción no se configura un perjuicio irremediable; además que fue la propia conducta del investigado la que derivó en un reproche disciplinario por alejarse y sustraerse del cumplimiento de sus deberes funcionales, carga que le corresponde asumir para que sus proyectos de vida no se vean truncados. Relievó que esa es una institución jerarquizada donde impera el orden y la disciplina, y en la que a los operadores disciplinarios, les corresponde imponer los correctivos contemplados en la Ley. Dijo que la sanción y la consecuente desvinculación laboral, no constituyen por sí mismas, una vulneración a la dignidad humana y al mínimo vital, son más bien una consecuencia lógica que debe asumir, quien transgrede las normas que rigen su actividad para la institución.




Adujo que la protección es improcedente, habida cuenta de que no se configura un perjuicio irremediable derivado de la sanción que se le impuso al actor (f. 250, c. 2). 




El Secretario General de la Policía Nacional, manifestó que la demanda carece del presupuesto de la inmediatez, dado que no puede pretender el demandante reintegrarse al servicio, después de haber dejado trascurrir más de 8 años, lo cual además, desvirtúa el posible perjuicio irremediable que se hubiere causado. Además de que no utilizó los demás medios judiciales que tuvo a su disposición, para la defensa de los derechos presuntamente conculcados. 




Dijo que el acto administrativo que se reprocha goza de presunción de legalidad, por lo cual dejarlo sin efectos, constituiría un atentado contra la firmeza del mismo, y en tal virtud estimó que el amparo carece del presupuesto de subsidiaridad. Para rematar adujo que es inexistente una vulneración a los derechos fundamentales del actor, como resultado de una acción u omisión de la Policía Nacional, ya que la sanción tuvo sustento en las normas que regulan el procedimiento disciplinario de la institución (f. 255, c. 2)




Sobrevino la sentencia de primera instancia que  declaró la improcedencia de la acción de tutela, en consideración a que se incumple con el presupuesto de la inmediatez (f. 260, c. 2).





 Impugnó el actor, quien discrepó del argumento esgrimido por la funcionaria de primer grado, en el entendido de que si bien fue asistido por apoderado judicial en el proceso disciplinario, solo fue para dicho asunto, porque en ese momento de su vida, no le interesaba lo que pasaba a su alrededor, debido a su adicción. Además, suponiendo que hubiera tenido disposición o capacidad mental para emprender una batalla jurídica por las vías contencioso administrativas, tampoco contaba con dinero para adquirir una defensa técnica que velara por sus intereses. 




Explicó largamente por qué, a su juicio, se supera la inmediatez, en consideración a sus particulares condiciones y a que debido a su adicción, es una persona de especial protección constitucional (f. 269, c. 1).
 



CONSIDERACIONES

El constituyente colombiano introdujo desde 1991 en la Carta Política la acción de tutela como un mecanismo breve y sumario mediante el cual toda persona puede conseguir de un juez la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en determinados casos.

 



La situación planteada descansa en la vulneración que Luis Fernando Arias Varón considera que le genera la sanción que se le impuso en un proceso disciplinario que se adelantó en su contra, cuando trabajó al servicio de la Policía Nacional, en el que, según se duele, no se tuvo en cuenta su particular situación psiquiátrica, derivada del consumo de sustancias psicoactivas.  




La legitimación por activa es clara en la medida que el accionante, mediante apoderado judicial, denuncia los presuntos agravios, de un acto administrativo particular y concreto cuyos efectos él tuvo que soportar; por pasiva también, en la medida que vinculados al trámite están, todas las autoridades y oranismos que hicieron parte de su materialización y notificación.  





Ahora bien, en primera instancia se estimó improcedente el resguardo, en el entendido de que el accionante no acudió a la judicatura con la inmediatez que la acción de tutela demanda.





Y con esa decisión, por las razones que esgrimió la funcionaria de primer grado y por otras adicionales que a continuación se expondrán, coincide la Sala. Se explica:




En la sentencia SU 108 del 2018, la Corte Constitucional presentó un elaborado estudio sobre el principio de inmediatez, y entonces recordó que desde la sentencia SU 961 de 1999 se viene insistiendo en que:




“Teniendo en cuenta este sentido de proporcionalidad entre medios y fines, la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado, de tal modo que no se vulneren derechos de terceros.





Si bien el término para interponer la acción de tutela no es susceptible de establecerse de antemano de manera afirmativa, el juez está en la obligación de verificar cuándo ésta no se ha interpuesto de manera razonable, impidiendo que se convierta en factor de inseguridad, que de alguna forma afecte los derechos fundamentales de terceros, o que desnaturalice la acción.





(…)





Si la inactividad del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que se conceda la acción de tutela, del mismo modo, es necesario aceptar que la inactividad para interponer esta última acción durante un término prudencial, debe llevar a que no se conceda.”
 (El subrayado se encuentra así en el texto original)




Y entonces, cambiando lo que hay que cambiar, dado que en la aludida sentencia se hace especial referencia a la acción de tutela contra providencias judiciales, pero en todo caso aplicable por su contenido hemenéutico a la presente que se dirige contra una resolución administrativa, concluyó que:




En este sentido, el requisito de inmediatez, aplicado al análisis de procedencia de una tutela contra providencia judicial, corresponde a un examen más estricto, en el sentido en el que su desconocimiento sacrificaría los principios de cosa juzgada y de seguridad jurídica
, generando una total incertidumbre sobre la firmeza de las decisiones judiciales.
 Así lo reconoció esta Corporación en la sentencia C-590 de 2005
, en la que, al referirse a la aplicación del principio de inmediatez en tutela contra providencia judicial, la Corte estableció que “de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos.”





La anterior consideración de esta Corporación reviste la mayor importancia, por cuanto los ciudadanos confían en el sistema judicial como una institución legítima para la resolución de los conflictos que se pueden presentar en la sociedad, por lo que el cuestionamiento incesante a través de la tutela con respecto a las decisiones emitidas por el sistema judicial, podría generar una desconfianza frente a la legitimidad de las vías institucionales para dar solución final a los conflictos. (Destaca esta Sala)
 




Empero, y en todo caso, estableció unos criterios específicos, aunque no taxativos, para verificar cuándo se supera el presupuesto de la inmediatez:




En tal sentido, en el evento en el que (i) el accionante presente razones válidas para su tardanza en presentar la acción constitucional, (ii) que a pesar del paso del tiempo, la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales continúe y sea actual o (iii) que la exigencia de la interposición de la acción en un término razonable resulte desproporcionada, dadas las circunstancias de debilidad manifiesta en la que se encuentra el accionante, la acción será procedente a pesar de la mencionada tardanza en la interposición del recurso de amparo.





En este caso concreto es imposible soslayar, primeramente, el excesivo transcurso de tiempo entre la notificación de la sanción que se pretende derruir y la interposición de esta acción tutela; es que estamos hablando de 8 años y 5 meses entre cuando pasó una cosa y ocurrió la otra. Esa circunstancia, de entrada, hace ver desatinados los argumentos que se esgrimen para resistirse a la improcedencia del resguardo y para quebrar un acto administrativo que estuvo precedido del rito disciplinario dispuesto para tal fin. 




Pero además, a esa contundente realidad se le suma el hecho de que se incumplen los presupuestos jurisprudenciales para estimar superado el umbral de la inmediatez; veamos: 

(i) Primero, si bien el demandante presentó una excusa a su tardanza, y en ese sentido afirmó que estuvo imposibilitado para acudir a cualquier medio judicial para hacer valer sus derechos, debido a su supuesto estado de inconciencia durante más de siete años, lo cierto es brilla por su ausencia cualquier medio probatorio que muestre lo ocurrido durante los meses y años inmediatamente siguientes, tiempo durante el cual era oportuno emprender las acciones administrativas, legales o constitucionales que se estimaran pertinentes para alegar la presunta ilegitimidad de la sanción.

En efecto, en el expediente, abunda material probatorio que da cuenta sobre la historia del señor Arias Varón, antes de que se emitiera la sanción que se reprocha. Solo véase que vienen los anexos revelando lo ocurrido con el demandante periódicamente, desde sus trámites para ingresar a la institución policial el 4 de diciembre del 2005 (f. 45, c. 1), hasta 9 de junio del 2011, fecha en la cual asistió al Hospital Mental Universitario de Risaralda a una consulta por psiquiatría (f. 207, C. 2); empero, lo siguiente que aparece en el cartulario es un certificado de afiliación a la EPS Medimás del 23 de agosto del año 2017 (f. 208, c. 2); no hay nada en el expediente que explique fehacientemente lo ocurrido en ese interregno. 
Con lo poco que se dijo y sin nada acreditado, es insostenible inferir razonablemente, que en efecto estuvo absolutamente incapacitado para acudir a la judicatura como se quiere hacer ver. 
Pero más que eso, aquí se dijo que en agosto del 2017, se afilió a seguridad social, e incluso, que desde julio del año anterior volvió a consultas médicas, ¿por qué entonces no solicitó el auxilio desde ese entonces? y ¿por qué no explicó las razones que le impidieron hacerlo?; más de un año pasó desde el momento en el que, según se dijo, se quiso empezar a recuperar (momento en el que de hecho residía en la misma casa con sus padres (f.209v, c. 1)) y la interposición de esta acción de tutela. Esa pretermisión, y la ausencia de explicaciones en tal sentido, también impiden concluir que en el de marras debe darse por superada la inmediatez.
(ii) Por otra parte, tampoco está acreditada una afectación actual del mínimo vital que requiera ser contenida de manera urgente e inmediata, esto al margen de que se haya mencionado que “vive en condiciones paupérrimas, ganándose la vida con oficios varios que no representan ni el mínimo vital para vivir dignamente”; porque contrario a eso, lo que revela su historial clínico más reciente es que: “VIVE ACTUALMENTE CON LOS PADRES Y ALREDEDOR EL RESTO DEL GRUPO FAMILIAR” y que “ESTÁ TRABAJANDO TIEMPO COMPLETO EN LA PANADERÍA” (f. 233, c. 2). Sobran mayores elucubraciones ante la contundencia de la documental en relación con ese aspecto, que no deja pensar en que realmente el demandante esté en condiciones que urja repeler. 
(iii) Por último, si bien nadie pone en tela de juicio que él es una persona de especial protección constitucional, en virtud a las patologías que lo aquejan, lo cierto es que, por un lado, está recibiendo atención médica especializada, lo cual de por sí, ya es una medida de contingencia que provee el Estado para paliarla, y por otro, está probado que tiene el respaldo de su núcleo familiar, basta ver que la misma historia clínica de hace pocos meses reporta:  “Paciente que al momento de la consulta, se le establece plan de recomendaciones en torno a posibilidades de manejo y limitaciones en componente psicoterapéutico para el motivo actual de consulta. Se establece plan de contención con personal de enfermería para programación de cita extraordinaria la próxima semana con asistencia de referente familiar. 1. Se establece contacto telefónico con Sr. Eliceo Arias, padre del paciente, al 311 798 9224 - y Sra. Edilma Varón Madre 312 821 6366, para referir plan de manejo, se le notifica que el paciente presenta rasgos de pre-crisis, y se les notifica ha sido ofertado plan de manejo hospitalario, pero que el mismo NO DESEA SER HOSPITALIZADO, que prefiere esperar a ser atendido de manera extraordinaria en consulta externa. Se les recuerda a los referentes familiares, que pueden asistir en espacio de consulta por urgencias.” (f. 234, c. 2) 
Adicional a todo, es inocultable que el actor omitió acudir primero, y directamente, ante las autoridades que, según se duele, transgreden sus prerrogativas fundamentales, por el contrario, sin haber interpuesto recursos, formulado solicitudes, o siquiera haber puesto en conocimiento de las autoridades convocadas las quejas que aquí expone, optó por activar anticipadamente a la judicatura; esa pretermisión, también le resta credibilidad a la versión de que se encuentra en condiciones infranqueables, que solo el juez de tutela puede arreglar.   
Las anteriores razones imponen respaldar la determinación de primer grado, porque como allá se explicó y aquí se complementó, carece la demanda del presupuesto de la inmediatez, trasunto de lo cual es improcedente adentrase en el análisis material del acto administrativo cuestionado.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley CONFIRMA la sentencia proferida el 5 de agosto del 2019, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en esta acción de tutela que Luis Fernando Arias Varón inició frente Ministerio de Defensa Nacional y la Policía Nacional de Colombia, a la que fueron vinculados el Secretario General, la Directora Administrativa y la Directora de Asuntos Legales del Ministerio de Defensa, así como el Subdirector General, el Secretario General, el Director de Talento Humano, La Directora Administrativa y Financiera, la Directora de Sanidad, el Jefe de la Seccional Risaralda de Sanidad, el Comandante del Departamento de Policía de Antioquia, el Inspector General, el Jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno de la Policía de Antioquia y el Inspector Delegado Seis de la Inspección General de todos estos últimos de la Policía Nacional.




Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia SU 961 de 1999, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.


� Sentencia C-590 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Sentencia T-315 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño, reiterada en las sentencias T-541 de 2006, T-1009 de 2006 y T-246 de 2015, entre otras.


� M.P. Jaime Córdoba Triviño.
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